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 2595 REAL DECRETO 154/2005, de 4 de febrero, por el que se 
indulta a don Luis Miguel Villalba Merino.

Visto el expediente de indulto de don Luis Miguel Villalba Merino, con 
los informes del Ministerio Fiscal y del tribunal sentenciador, condenado 
por la Audiencia Provincial, Sección Segunda, de Albacete, en sentencia 
de 8 de julio de 2002, como autor de un delito de tráfico de drogas, a la 
pena de dos años y nueve meses de prisión y multa de 9.015,18 euros, por 
hechos cometidos en el año 1997, a propuesta del Ministro de Justicia y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de 
febrero de 2005,

Vengo en conmutar a don Luis Miguel Villalba Merino la pena privativa 
de libertad impuesta por otra de dos años de prisión, a condición de que 
no vuelva a cometer delito doloso en el plazo de tres años desde la publi-
cación de este real decreto.

Dado en Madrid, el 4 de febrero de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,
JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 2596 RESOLUCIÓN de 13 de enero de 2005, de la Dirección 
General del Catastro, por la que se da publicidad al Conve-
nio celebrado entre la Dirección General del Catastro y la 
Diputación Provincial de Barcelona.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y la Dipu-
tación Provincial de Barcelona un Convenio de colaboración en materia 
de Gestión Catastral, procede la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 13 de enero de 2005.–El Director General, Jesús Salvador. 

Miranda Hita.

ANEXO

Convenio entre la Secretaria de Estado de Hacienda y Presupues-
tos (Dirección General del Catastro) y la Diputación Provincial de 

Barcelona, de colaboración en materia de gestión catastral

En Barcelona, a 13 de enero de 2004

REUNIDOS

De una parte: Don Jesús Salvador Miranda Hita, Director General del 
Catastro, en ejercicio de las competencias que tiene delegadas por Reso-
lución de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos de 24 de 
septiembre de 2004 (B.O.E. n.º 235, de 29 de septiembre).

De otra parte: Don Celestino Corbacho Chaves, Presidente de la Dipu-
tación Provincial de Barcelona, en uso de las facultades que le confiere el 
artículo 34 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local.

EXPONEN

Primero.–La Ley 7/1985, de 2 de abril, Regula dora de las Bases del 
Régimen Local, estable ce en el artícu lo 7 que las competencias de las 
Entidades Loca les son propias o atribuidas por dele gación, previendo el 
artículo 37.2 que la Administración del Estado podrá delegar en las Dipu-
taciones Provinciales el ejerci cio de determinadas competencias.

Segundo.–El texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, esta-
blece en su artículo 4 que la formación y mantenimiento del Catastro 
Inmobiliario y la difusión de la información catastral es competencia 
exclusiva del Estado y se ejercerán por la Dirección General del Catas-
tro, directamente o a través de las distintas fórmulas de colaboración 

que se establezcan con las diferentes Administraciones, Entidades y 
Corporaciones Públicas.

Por su parte, el Real Decreto 1552/2004, de 25 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las 
funciones relativas a la formación, mantenimiento, valoración y demás 
actuaciones inherentes al Catastro Inmobiliario.

Tercero.–El Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre, sobre colabo-
ración de las Administra ciones Públicas en materia de gestión catastral y 
tributaria e inspección catastral, desarrolla, entre otras cuestiones, la 
colabora ción en la gestión del Catastro entre la Administración del 
Estado y las Entidades Locales, fijando el marco al que deben sujetarse 
los convenios que, sobre esta materia, se suscri ban, así como el régimen 
jurídico específico de los mismos.

Cuarto.–El artículo 16.2 del texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario delimita los hechos, actos o negocios relativos a alteraciones 
catastrales de orden físico, jurídico y económico, concernientes a los 
bienes inmuebles, que serán objeto de declaración o comunicación.

Quinto.–La Diputación provincial de Barcelona, en fecha 4 de febrero 
de 2004, solicitó a través de la Gerencia Regional de Cataluña, a la Direc-
ción General del Catastro, la formaliza ción del presente Convenio de 
colaboración, en sustitución del actualmente vigente firmado entre las 
mismas Administraciones intervinientes el día 30 de abril de 1993, que 
quedará sin efecto a partir del día en que se firme el presente Convenio de 
colaboración.

Sexto.–Los Consejos Territoriales de la Propiedad Inmobilia ria de 
Barcelona AM y Barcelona-provincia, en sesiones celebradas el 30 de 
junio de 2004 y 22 de julio de 2004, respectivamente, informaron favora-
blemente la suscripción del presente Convenio, en virtud de lo estable-
cido en el artículo 7 del Real Decreto 1390/1990, de 2 de noviembre.

Séptimo.–La Diputación Provincial, en sesión plenaria, de fecha 22 
de julio de 2004 acordó la aceptación de las funciones que son objeto de 
delegación en este Convenio, a tenor de lo dispuesto en el artículo 27.3 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Octavo.–La Comunidad Autónoma de Cataluña ha informado favora-
blemente la delegación de funciones a que se refiere el presente Conve-
nio, conforme a lo preveni do en el artículo 27.3 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril.

En consecuencia, las Administraciones intervinientes proceden a la 
formalización del presente Convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.–Es objeto del presente Convenio 
la colaboración entre la Dirección General del Catastro, a través de la 
Gerencia Regional del Catastro de Cataluña (en adelante Gerencia), y 
la Diputación Provincial de Barcelona, (en adelante Diputación) para el 
ejercicio de las funciones de gestión catastral cuyo contenido y régimen 
jurídico figuran especificados en las cláusulas siguientes y que afecten a 
los bienes inmuebles urbanos ubicados en los municipios de la provincia 
de Barcelona que tengan delegadas sus facultades de gestión tributaria 
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles a favor de la Diputación Provincial 
(Anexo I de este documento, actualizado según contempla la Cláusula 
decimocuarta del presente Convenio), todo ello sin perjuicio de la titula-
ridad de las competencias que, en la materia objeto del Convenio, corres-
ponden a la Dirección General del Catastro.

Segunda. Tramitación de los expedientes de transmisiones de 
dominio.–Se delegan las funciones de tramitación y aprobación de los 
expedientes de alteraciones catastrales de orden jurídico –transmisiones 
de dominio– que se formalicen en el Modelo 901 aprobado por Orden del 
Ministerio de Economía y Hacienda, de fecha 10 de febrero de 1999 
(B.O.E. núm. 43, de 19 de febrero), o en el modelo que se pudiera estable-
cer en su sustitución, siempre que la transmisión de dominio no se haya 
formalizado en escritura pública o solicitado su inscripción en el Registro 
de la Propiedad en el plazo de dos meses desde el acto o negocio de que 
se trate y no se haya dado cumplimiento a la obligación establecida en el 
artículo 40 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.

En aplicación de lo dispuesto en el artículo 77.7 del texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la Diputación tramitará y 
aprobará las rectificaciones de titularidad catastral que se produzcan 
como consecuencia de la acreditación de la no coincidencia del sujeto 
pasivo del impuesto sobre Bienes Inmuebles con el titular catastral.

Dicha delegación comprenderá las siguientes actuaciones:

a) Recepción de la documentación y asistencia al contribuyente en 
la cumplimentación de las declaraciones de alteraciones catastrales con-
cernientes a bienes inmuebles de naturaleza urbana (Modelo 901), salvo 
en aquellos supuestos previstos en el artículo 14.a) del texto refundido de 
la Ley del Catastro Inmobiliario, en cuyo caso, la Diputación deberá 


